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editorial

El ejército y la seguridad pública

El gobierno sacará cuatro mil soldados a la calle por tiempo indefinido para
combatir disuasoriamente a la delincuencia. La población atemorizada no
tanto por los hechos delincuenciales en sí, sino por la propaganda amarillista
que de ellos hacen los medios de comunicación social, es muy probable que
recibirá la medida con satisfacción, pensando que habrá más seguridad y
menos delincuencia. Sin embargo, el despliegue del ejército obedece más a
propósitos políticos del gobierno de ARENA que a una preocupación genuina
por la seguridad de la población. Por lo tanto, el despliegue del ejército no
significa necesariamente menos delincuencia y más seguridad.

Después de la disolución de la Guardia Nacional y de la Policía de Hacien­
da, el gobierno ha reforzado constantemente la Policía Nacional trasladando
efectivos de esos dos cuerpos de seguridad y unidades autónomas de uno de
los batallones de infantería de reacción inmediata desmovilizados. Además,
mensualmente ha estado agregando entre 60 y 100 policías nuevos,
egresados de su propia escuela. En los últimos meses, la Policía Nacional
Civil ha comenzado a relevar a la antigua Policía Nacional en algunos departa­
mentos. Esto quiere decir que en lugar de reducirse, la Policía Nacional ha
aumentado sus efectivos y, al mismo tiempo, ha disminuido el territorio bajo su
responsabilidad.

¿Cómo se explica entonces que la Policía Nacional no haya podido reducir
la delincuencia a límites aceptables? ¿Por qué insiste el gobierno de Cristiani
en que el problema de la delincuencia es tan agudo que necesita desplegar el
ejército? Esta situación lo único que revela es la incapacidad o la falta de
voluntad de la Policía Nacional para combatir la delincuencia. Cualquiera que
sea el caso, ello demuestra que el gobierno actual no está interesado en
combatir eficazmente la delincuencia común. Eso para no hablar del
narcotráfico, del tráfico de niños y de vehículos sobre lo cual guarda silencio y
de lo cual el rumor responsabiliza a altos funcionarios gubernamentales.

Los informes disponibles indican que la delincuencia común no ha aumen­
tado considerablemente después de la firma de los acuerdos de paz, aunque
el índice de criminalidad es muy elevado y la violencia con la que se cometen
los delitos es muy intensa. Pero el índice de criminalidad ha sido muy elevado
desde antes del cese del conflicto armado. Lo que sucede es que al desapare­
cer aquél, la delincuencia común pasa a primer plano gracias a la colabora­
ción de los medios de comunicación y a funcionarios como el director de
medicina forense quien, a juzgar por sus declaraciones, parece estar obsesio­
nado con las violaciones sexuales.

Para completar el cuadro del estado de la seguridad pública hay que
recordar que la conformación y el despliegue de la Policía Nacional Civil se
han caracterizado por las demoras, las incertidumbres y las desviaciones.
Todo lo cual es responsabilidad del gobierno. El incremento de los policías y el
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traslado de efectivos de los antiguos cuerpos de seguridad y del ejército a la
Policía Nacional es contrario a los acuerdos. De hecho, el gobierno todavía no
ha informado a ONUSAL sobre sus planes para disolver la Policía Nacional y
cerrar su escuela así como sobre la disolución de unidades como el batallón
fiscal, que corresponde a la antigua Policía de Aduanas, que es incompatible
con la División de finanzas de la Policía Nacional Civil.

En esta ocasión, el gobierno ha encontrado un nuevo y curioso respaldo
jurídico para desplegar el ejército. En lugar de invocar la facultad que la
Constitución otorga al presidente de la república para recurrir al ejército en
caso de que la seguridad pública se encuentre en peligro grave, ahora se
recurre al artículo 13 de la Constitución que establece que cualquier persona
puede detener y entregar a la autoridad más próxima a los individuos que
sean sorprendidos cometiendo delitos. Al desplegarse, serán los soldados
quienes sorprenderán a los delincuentes y, cumpliendo con el artículo 13 de la
Constitución, los entregarán a cualquiera de las dos policías existentes en
este momento.

Desde el punto de vista militar es una falta de respeto a la opinión pública
que el presidente Cristiani quiera justificar el despliegue del ejército diciendo a
la nación que se trata de una práctica militar rutinaria que, en lugar de llevarse
a cabo en los cuarteles, se desarrollará en las calles y en el campo. La
seguridad pública es el área menos apropiada para la práctica militar. Un
elemento clave de los acuerdos y de la reforma constitucional es separar
estos dos ámbitos de la vida nacional. Confundirlos otra vez es una grave
violación de los acuerdos y del espíritu de la Constitución. '

La conclusión obligada es que el gobierno de Cristiani ha creado un buen
pretexto para sacar el ejército a la calle. Recordemos que al aproximarse el
cese del enfrentamiento armado no hizo planes para controlar la delincuencia
y garantizar la seguridad pública. Por otro lado, si la Policía Nacional, aun con
su constante crecimiento y la disminución de su territorio, luchara eficazmente
contra la delincuencia común y si la Policía Nacional Civil hubiera sido consti­
tuida y desplegada tal como estaba acordado, ahora sería innecesario desple­
gar el ejército.

La Fuerza Armada se resiste a abandonar el ámbito de la seguridad
pública y el gobierno de Cristiani facilita sus pretensiones para permanecer
en el. No hay que llevarse a engaño. El despliegue del ejército no obedece a
un interés verdadero por la seguridad pública, sino que es una nueva forma
para mantener la presencia militar en la sociedad con todo lo que ella implica
de prepotencia, verticalismo y autoritarismo.
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DESPLIEGUE. El presidente
Cristiani anunció el 12.07 el ini­
cio de los patrullajes disuasivos
de parte de 3 mil efectivos de la
Fuerza Armada (FA) en coordi­
nación con agentes de la Policía
Nacional (PN) y la Policla Nacio­
nal Civil (PNC), a partir de las
cero horas del próximo viernes
16, luego de que el plan fuera
aprobado por la Comisión para la
Prevención y Combate de la De­
lincuencia. Detalló el mandatario
que el plan antidelincuencial,
cuya duración es de carácter in­
definido, y la participación del
ejército en dicho plan está res­
paldada por el artículo 13 de la
Constitución Polltica, que esta­
blece que cualquier persona
puede detener y entregar a la
autoridad más próxima al o los
sujetos que sean sorprendidos in
fraganti cometiendo delitos. Ade­
más, desde el 15 de diciembre
de 1992, fecha en que terminó la
etapa de cese al fuego, según
los Acuerdos de Paz la FA ya
no está en la obligación de man­
tenerse acuartelada. (DL. 12.07,
p.S).

DESACUERDO. La Iglesia Cató­
lica, a través del Obispo Auxiliar
Mons. Rosa Chávez, manifestó
el pasado 11.07. que no compar­
te la idea de que los miembros
de la Fuerza Armada, con el pro­
pósito de contrarrestar la delin­
cuencia común, realicen opera­
tivos, ya que cree que esa dispo­
sición no contribuye en nada al
proceso de desmilitarización que
debe existir para consolidar la
paz. El prelado afirmó que los re­
sultados de operativos militares
de ese tipo, en el pasado dejaron
precedentes negativos que en la
nueva etapa de reconciliación no
tienen cabida. (DL. 12.07, p.7).

El PCN sigue apostando
al militarismo

Una de las transformaciones más significativas que
reconocen y desarrollan los Acuerdos de paz es la pro­
moción de la desmilitarización de la sociedad salvadore­
ña; es decir, que en el país la Fuerza Armada se manten­
ga al margen del poder civil y en cumplimiento estricto de
su misión constitucional. En este sentido, los militares
han tenido que aceptar reformas a la doctrina castrense,
reducción del número de efectivos del ejército, señala­
mientos serios sobre las acciones realizadas en la guerra
que constituyen violaciones a los derechos humanos, di­
solución de algunos cuerpos de seguridad, depuración de
sus más altos miembros, etc.. Esta última medida parece
haber concluido formalmente el primero de este mes con
el "retiro" de los jefes de la cúpula militar, quienes durante
décadas representaron la presencia y el predominio cas­
trense en la política nacional.

El día 6 de julio último y como contraste de estos
significativos cambios, el Consejo Ejecutivo del Partido
de Conciliación Nacional (PCN) anunció la postulación
del Gral. Juan Rafael Bustillo, ex-comandante de la Fuer­
za Aérea Salvadoreña -retirado desde diciembre de
1989- como su candidato presidencial. Dicha decisión
política era anticipable, puesto que desde hace unos me­
ses el PCN había venido incorporando al partido y al
Consejo Ejecutivo a militares en situación de retiro, tal es
el caso del Cnel. Roberto Escobar García y el Gral. Adol­
fo Blandón. Además, si recordamos los orígenes del parti­
do y la "eras de Conciliación", no es difícil entender una
propuesta de esta naturaleza.

Como bien lo expresó el Secretario General del PCN,
Ciro Cruz Zepeda, el Gral. Bustillo no es ninguna "mone­
dita de oro". Y es que para este país, no puede pasar
desapercibido un personaje que, como el alto jefe militar
durante los años de guerra, planificó y participó en los
intensos ataques y bombardeos aéreos perpetrados en
zonas de alta densidad poblacional ocupadas por la gue­
rrilla, que además ha sido señalado en el informe de la
Comisión de la Verdad como participante de la reunión en
la que se decidió el asesinato de los sacerdotes jesuitas
de la UCA y que carga con otras serias acusaciones con
fuerte asidero real. (Ver, por ejemplo, Proceso 262, 287­
288, 326 Y508-509)

Por estos oscuros precedentes que destacan en el
nuevo candidato presidencial, las reacciones de los parti-
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dos políticos han sido diversas. ARENA y el mismo presi­
dente Cristiani manifestaron aceptación, aduciendo los
derechos políticos que como salvadoreño tiene el militar
retirado para poder aspirar a tal cargo. La diputada de
ARENA, Gloria Salguero, desvirtuó cualquier acusación
que se pudiera hacer en contra, "lo dicho por la Comisión
de la Verdad, sobre la proscripción de las personas a
ejercer cargos públicos, me tiene sin cuidado, porque los
salvadoreños tenemos derechos políticos que debemos
ejercerlos ....". argumentó; no obstante, agregó que será el
pueblo salvadoreño el que lo juzgue con su voto. Por su
parte, el candidato presidencial por Convergencia Demo­
crática, Rubén Zamora, si bien calificó de positiva la deci­
sión de que el PCN nombrara a un militar como candidato,
porque a su juicio e~ un signo de que el país está avan­
zando, apuntó a que la designación de personas mencio­
nadas en hechos criminales no es positivo. También el
PDC, a través del Dr. Ricardo Acevedo criticó la candida­
tura pecenista señalando que el Gral. Bustillo solo "...bus­
ca reinvindicar su imagen frente ...(al) pueblo...".

De forma más directa, el ex-capitán de la Fuerza Ar­
mada hoy dirigente del FMLN, Francisco Mena Sandoval,
acusó al Gral. Bustillo de pertenecer a los "Escuadrones
de la Muerte" y aceptó debatir con él sobre tales asevera­
ciones. También Shafick Handal trajo a cuenta lo reco­
mendado por la Comisión de la Verdad, en el sentido de
que los allí señalados no deben aspirar a cargos públicos
durante diez años; a juicio del Coordinador del FMLN
esta recomendación tiene que ser acatada por las dos
partes "hacerlo sólo nosotros sería el equivalente a ratifi­
car que el país la impunidad sigue siendo privilegio de la
Fuerza Armada", expresó.

Por su parte, la dirigencia del PCN se ha limitado a
aceptar que la candidatura de Bustillo es "controvertida",
manifestando además su disposición de hacerle frente a
cualquier señalamiento que pueda "empañar la figura del
Gral. Bustillo"; esperemos que no sea con el desgastado
argumento de la derecha y de los militares del país, "que
la Comisión de la Verdad no tiene credibilidad ante la
comunidad nacional e internacional y que todo lo expuesto
por ella fue en perjuicio de dañar la institución castrense".

Parece claro que una de las pretensiones del PCN
con la candidatura de Bustillo y, en general, con la actitud
de mantener "las puertas abiertas a los militares" es la de
asegurar los votos de importantes sectores de la Fuerza
Armada, con los cuales pretendería obtener alguna base
sólida que le permita ostentar alguna cuota de poder
político o, cuando menos, dar continuidad a su existencia
como partido.
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GRADUACION. El 12 de este
mes se realizó el acto de gradua­
ción de 252 nuevos agentes de la
Policía Nacional Civil, quienes
serán desplegados en el departa­
mento de La Unión. El Dr. José
Mario Bolaños, Director de la
Academia Nacional de Seguridad
Pública (ANSP), dijo que esta
cuarta promoción en nivel básico
está preparada democráticamen­
te para ejercer su nuevo papel al
frente de una institución respe­
tuosa de los Derechos Humanos.
Agregó que a finales de este año
podrían ser incorporados 3 mil
200 efectivos a la PNC, tal como
lo establecen los Acuerdos de
Paz. También señaló el déficit de
la ANSP podría andar por 2 millo­
nes de dólares para cubrir los
viáticos al personal español, re­
cursos para especialidades y la
construcción de sus nuevas ins­
talaciones (DL. 12.07, p.5).

GHALI. El Srio. Gral. de la ONU,
Boutros Boutros Ghali, informó el
11.07 al Consejo de Seguridad
que el Gobierno de El Salvador
ya tomó las medidas que prome­
tió para cumplir con la recomen­
daciones de la Comisión Ad Hoc.
La carta de Ghali al presidente
del Consejo complementa la que
envió el 2 de abril sobre el cum­
plimiento de este Acuerdo. En
aquella misiva indicaba Ghali que
el presidente Cristiani había
acordado que a más tardar el 20
de junio, se situaría a los 15 ofi­
ciales de alta graduación no de­
purados aún, "en licencia con
sueldo" a la espera de que termi­
nasen los trámites para su retiro.
"La ONUSAL ha verificado que
los 15 oficiales han sido puestos
en situación de licencia con suel­
do según se preveía en el plan
presentado por el presidente
Cristiani", afirma Ghali. (LPG.
12.07, p. 29).
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RENUNCIA. El Dr. Manuel
Laínez Méndez, electo el 30 de
junio pasado como Fiscal Gene­
ral de la República, presentó el
08.07 la renuncia formal del car­
go al Presidente del Organo Le­
gislativo, Roberto Angula. En la
carta de renuncia, el Dr. Laínez
expone que dimite del cargo por­
que únicamente fue electo por
tres partidos políticos -ARENA,
PCN y PDC-, es decir, no fue
por consenso total y, a su criterio,
la persona que ocupe el cargo de
Fiscal General debe ser electo
por consenso para no deberse a
ningún partido político. Se espera
que en los próximos días la re­
nuncia sea estudiada por la Co­
misión Política de la Asamblea,
quien deberá emitir una resolu­
ción al respecto, afirmando si lo
exonera o no, así como quién po­
dría sustituirlo. (LPG 14.07., p.S).

REANUDACION. El Lic. Ricardo
Montenegro, Presidente de la
Cámara de Comercio e Industria
de El Salvador, dio a conocer el
13.07 que el próximo 21.07 se
realizará la nueva plenaria del
Foro de Concertación Económica
y Social. Detalló que en los próxi­
mos días las tres partes conclui­
rán un documento preparado por
la Secretaría con el objetivo de
poner fin al impasse existente y
llegar al logro de acuerdos relati­
vos a libertades sindicales. Mien­
tras tanto, la Unión Nacional
Obrero Campesina (UNOC) pidió
el mismo día al Gobierno y em­
presa privada un compromiso po­
lítico para reformar algunos artí­
culos de la Constitución Política
relativos a la libre sindicalización.
Félix Blanco de la UNOC,
enfatizó que los trabajadores lu­
charán por la ratificación de los
convenios que reconocen la libre
sindicalización. (DL 14.07, p. 4).

Crisis en la UNOC

Recientemente ha trascendido en los círculos políti­
cos y laborales el desarrollo de una serie de
reacomodamientos al interior de la Unión Nacional Obre­
ro Campesina (UNOC), entre los cuales pueden
mencionarse inicialmente la modificación de su equipo
asesor, la sustitución de sus representantes en el Foro
para la Concertación Económica y Social (FES) y la inte­
gración de nuevas organizaciones socio-laborales a su
seno.

Una de las preguntas obligadas es quién o quiénes
están detrás de estos movimientos tácticos y cuál es su
contenido estratégico. Como tratará de establecerse más
adelante los promotores de la recomposición de la UNOC
persiguen encausarla nuevamente en la línea que le fue
definida desde su creación y, además, instrumentalizarla
políticamente de cara a la elecciones a realizarse en
1994 en el país.

La UNOC es una organización que nació en la época
del conflicto armado que se desarrolló en el país la déca­
da pasada con el financiamiento del Instituto Americano
para el Desarrollo del Sindicalismo Libre (IADSL), el cual
guarda una estrecha vinculación con los organismos de
inteligencia norteamericanos y la democracia cristiana
salvadoreña. Durante sus primeros años de existencia la
UNOC desempeñó un claro papel contrainsurgente al
oponer un movimiento sindical de centro-derecha al movi­
miento sindical de izquierda aglutinado en la Unión Nacio­
nal de Trabajadores Salvadoreños (UNTS), Federación
Nacional Sindical de Trabajadores Salvadoreños
(FENASTRAS) y otras gremiales sindicales.

Al parecer, la recomposición de la UNOC podría obe­
decer a diferentes intereses: en primer lugar, el interés
inmediato del Partido Demócrata Cristiano (PDC) de con­
vertir a la UNOe en su organismo de masas para las
elecciones de 1994, papel que al parecer la UNOe habría
abandonado pues ha cuestionado repetidamente el papel
del PDe en la Asamblea Legislativa, pese a que llegaron
a integrarla gracias a su filiación a ese partido polítlco,
Específicamente el sector que está interesado en promo­
ver esta tendencia es la fracción que apoya la candidatu­
ra presidencial de Fidel Chávez Mena, supuestamente la
fracción más numerosa del partido.

En este marco, no es extraño que los miembros de la
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UNOC que fueron electos como diputados apoyaron en la
elección interna del candidato presidencial del PDC al
contrincante de Chávez Mena, Abraham Rodríguez,
quien representaba la oposición interna del PDC y que al
final resultó derrotado. Pese a lo anterior se conoce que
Félix Blanco -diputado miembro de la UNOe- tendría
asegurada su reelección, pero ya no como quinto diputa­
do por el departamento de San Salvador, sino como se­
gundo diputado por el mismo departamento. Probable­
mente ello se deba a que Blanco es uno de los "líderes"
de la recomposición de la UNOC.

El segundo interés lo profesan, además del PDC, al­
gunos miembros dé la empresa privada y el gobierno
mismo, y las maniobras que se realizen en este sentido
podrían afectar el papel que hasta ahora ha desempeña­
do la UNOC en el FES, en donde los sectores guberna­
mental y empresarial acusan a los representantes de di­
cha organización (Amanda Villatoro y Fredis Vásquez) de
mantener posiciones radicales e intransigentes para la
defensa de los intereses de los trabajadores. En este
marco se habrían realizado reuniones entre miembros de
UNOC, Asociación Nacional de la Empresa Privada
(ANEP), Cámara de Comercio e Industria de El Salvador
(CCIES) y PDC, para unificar esfuerzos en la "renova­
ción" de la UNOC.

El tercer interés está más relacionado con la estrate­
gia norteamericana hacia el sector laboral, ya que se
conoce que miembros de la Embajada Norteamericana
están relacionados directamente con los movimientos de
recomposición, lo cual sugiere que -independientemen­
te de todos los factores conexos-, el objetivo en concre­
to es la retoma del control de la UNOC por parte de
agentes norteamericanos interesados en promover la
marginación del movimiento sindical de izquierda.

El hecho de que miembros de la Embajada Norteame­
ricana aparezcan como actores directos en la promoción
de la reconversión de la UNOC mueve a preguntarse cuál
es el rol del IADSL en este escenario. Ha sido evidente
que la UNOC escapó de su control desde hace más de
tres años, causando problemas para justificar el gasto de
miles de dólares en actividades que no responden a los
intereses de los que financian esa organización. Tal vez
debidó a ello la Embajada Norteamericana está intervi­
niendo directamente en el control de la UNOC ante la
aparente incapacidad del IADSL de ejercer el dominio en
aquella organización.
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DESCONFIANZA. Fuentes di­
plomáticas informaron el 11 de
junio que el Gobierno de Estados
Unidos descontra aún sobre la
voluntad real del FMLN de cum­
plir con su promesa, hecha a la
ONU, de entregar las armas que
aún mantiene en poder a más
tardar el 4 de agosto. El encar­
gado de negocios de la Embaja­
da de EE.UU. en El Salvador,
Peter Romero, dijo que E.U.
mantiene la última palabra en re­
serva con relación a la confianza
que inspira la voluntad expresa
del FMLN de cumplir con su pro­
mesa. Romero señaló que tienen
que averiguar el nivel de colabo­
ración entre los dirigentes del
FMLN con la ONUSAL y las au­
toridades salvadoreñas y nicara­
güenses y aseguró que, a su jui­
cio, el plazo concedido por la
ONU para el registro y destruc­
ción del armamento es muy lar­
go. (LPG. 12.07, p.2S).

APROBACION. El Congreso
aprobó el OS.07 la "ley temporal
de incentivos a la legalización de
la propiedad de terrenos en zo­
nas marginales", con el objetivo
de facilitar la obtención de pro­
piedad a las familias de bajos in­
gresos que viven en esas zonas
y cuyos efectos alcanzarán a to­
das aquellas familias que tengan
más de diez años de vivir en
inmuebles poseídos en forma
irregular. Según la ley, los pro­
pietarios interesados en vender
a las familias poseedoras o a las
comunidades interesadas en
comprar, deberán comunicarlo al
Viceministerio de Vivienda para
que éste verifique que los terre­
nos no formen parte de un dere­
cho de vía, reserva ecológica o
arqueológica, ni se encuentren
en una zona de riesgo. (ECH.
09.07., p.45).
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PERIODO GRACIA. Luego de
haber terminado el estudio del
proyecto de Ley de Propiedad
Intelectual, la Comisión de Le­
gislación estudia la posibilidad
de establecer un período de
gracia sólo para las empresas
que se dedican a la venta de
cassettes y videos. El período
podría tener un plazo de 6 me­
ses, en el cual las entidades
económicas tendrían que legali­
zar su situación. El diputado Al­
berto Carranza explicó que la
ley entrará en vigencia 60 días
después de ser aprobada y lue­
go habría un período de gracia
de cuatro meses, tiempo sufi­
ciente para que exista un proce­
so gradual que permita cambiar
la estrategia de adquisición del
material que venden.(EDH
10.07.,p.19).

CONDONAN DEUDA. El minis­
tro de Hacienda, Lic. Edwin
Sagrera, indicó que una millo­
naria deuda que las alcaldías
del país y las entidades autóno­
mas mantenían con CEL y otras
empresas distribuidoras de
energía fue condonada por el
gobierno. El funcionario, refi­
riéndose ¡3. la mora que las insti­
tuciones autónomas tenían con
CEL, indicó que la deuda as­
ciende a unos 35 millones de
colones. Por otro lado, Sagrera
explicó que la CEL mantiene
una deuda con el gobierno cen­
tral que se inició cuando la CEL
compraba y vendía petróleo y
obtenía una ganancia cambiaria
sin pagarla al gobierno. Es decir
que "habían deudas triangula­
das, porque CEL le debía al go­
bierno y las municipalidades y
autónomas a la CEL. Ahora na­
die debe a nadie", apuntó el mi­
nistro Sagrera.(EDH 09.07.,
p.27).

Como se mencionó al principio, el ingreso de nuevas
organizaciones a la UNOC es otro componente de su
recomposición, conociéndose que se está planificando la
reincorporación de la Confederación General de Trabaja­
dores (CGT) y la incorporación de Federación de Sindica­
tos de la Industria de la Construcción, Transportes y otras
actividades (FESINCONSTRANS), Unión de Cooperati­
vas Cañeras (UNICAÑA) y otra gremial que aún es poco
conocida. La importancia de esta adición estriba en que
las dos primeras forman parte del sector laboral del FES,
y sumadas a la Central de Trabajadores Salvadoreños
(CTS) -miembro de UNOe- y a la UNOC misma, per­
mitirían cambiar la actual correlación de las organizacio­
nes laborales en el FES. De esta manera, en el seno de
la UNOC estarían cuatro de las ocho organizaciones la­
borales que integran el Foro, y con las "facilidades de
negociación" que ofrecen las otras integrantes del FES
como la Unión Popular Democrática (UPD) y la Asocia­
ción General de Empleados Públicos y Municipales
(AGEPYM), se podría cómodamente aislar las posiciones
de UNTS y Asociación Democrática Campesina (ADC).

Por lo anterior podrían mencionarse algunos objetivos
perseguidos por los promotores de la recomposición de la
UNOC:

a) el aseguramiento de la UNOC como base de apoyo
del PDC para las elecciones de 1994;

b) el control del sector laboral del FES, a fin de anular
el esfuerzo realizado hasta hoy día por aquel y facilitar de
manera inmediata el inicio de la elaboración del
anteproyecto de Código de Trabajo, permitiendo al go­
bierno librarse de la suspensión de los privilegios del
Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) cuyo proce­
so será resuelto en diciembre de este año por la Adminis­
tración Norteamericana;

c) la retoma del control de la UNOC por los intereses
norteamericanos (embajada USA/IADSL); y,

d) la marginación y ahogamiento del movimiento labo­
ral de izquierda representado por UNTS y otras organiza­
ciones.

El movimiento laboral en su conjunto, y particularmen­
te la izquierda laboral salvadoreña, que actualmente se
debate en la dicotomía partido-sindicato deberían leer
detenidamente estos acontecimientos, ya que si la diná­
mica de las transformaciones conducen a un alejamiento
de posiciones principalmente entre UNOC y UNTS, esta­
ríamos nuevamente en presencia de una confrontación
desgastante que obstaculizarla la consolidación del sindi­
calismo progresista y democrático en El Salvador.
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Más tropiezos

en el proceso de
transferencia de tierras

Las protestas por la lenta marcha del proceso de
transferencia de tierras acordada entre gobierno y FMLN
han aflorado nuevamente durante la semana recién pasa­
da. Ex-combatientes del FMLN han expresado su des­
contento por los precios de la tierra que el Banco de
Tierras (BT) ha fijado, pues ello ha ocasionado que sean
denegadas las solicitudes de crédito de una considerable
cantidad de beneficiarios inscritos. Tal situación viene
suscitándose desde meses atrás y antes ya había deriva­
do en manifestaciones públicas de ex-combatientes del
FMLN protestando contra las políticas operativo-adminis­
trativas del Banco de Tierras (Proceso 564).

El hecho de que solamente los ex-combatientes del
FMLN manifiesten descontento por la marcha del proceso
se debe a que gobierno y FMLN accedieron a dar trata­
miento prioritario a este grupo social. No podría descar­
tarse que esta situación este provocando algunas friccio­
nes que en nada favorecen la agilización del proceso.

Según valoraciones vertidas por la Secretaría de
Asuntos Agrarios (SAA) del FMLN y la Comisión de Tie­
rras, la mayor culpabilidad recae sobre las instancias gu­
bernamentales correspondientes, especialmente el BI.
Sin embargo, no puede soslayarse el hecho de que la
problemática de la transferencia de tierras reviste niveles
de complejidad que desde el principio han obrado contra
la agilización del desarrollo del proceso. En un primer
momento, la transferencia de tierras fue el punto que más
desestabilitó el proceso de pacificación en el país y ac­
tualmente parece estar consolidando esa posición.

Existieron mutuas acusaciones entre gobierno y
FMLN de oponer obstáculos al desarrollo de la transfe­
rencia de tierras. Entre otras cosas, el gobierno acusaba
al FMLN de presentar un inventario de tierras sobre­
estimado, mientras que el FMLN, por su parte, acusaba al
gobierno de ofrecer parcelas de tamaño minúsculo a pro­
pietarios individuales, además de ofrecer montos para la
compra de tierras muy inferiores a los exigidos por sus
propietarios (Proceso 514, 519, 530 Y536).

Fue necesaria la intervención de la ONU con su "Pro­
puesta de un Programa para la Transferencia de Tierras"
para lograr algún avance en esta materia, el cual -sin
embargo-- ha sido relativamente modesto. Según la pro­
puesta de la ONU mencionada arriba se esperaba que
para el mes de enero de 1993 se hubiera distribuido un
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APRECIACIONES. Durante una
conferencia vía satélite transmiti­
da el 08.07 desde Washington,
Estados Unidos, y captada en la
embajada de dicho país en San
Salvador, economistas locales y
extranjeros señalaron que a pe­
sar de que el ingreso de divisas y
la repatriación de capitales reve­
lan una mejoría en la condición
económica de los países, los
grandes ingresos de capital tie­
nen efectos tantos positivos
como negativos, pues al mismo
tiempo que facilitan el aumento
de las inversiones y de la produc­
ción, generan presiones inflacio­
narias y una sobrevaloración de
las tasas de cambio. Información
de FUSADES revela que entre
1979 y 1983, se registró un pro­
medio anual de salida de capital
privado del país de U$192 millo­
nes, monto que se redujo a U$52
millones entre 1984 y 1985. En
contraste, entre 1990-1992 la sa­
lida de capitales se revirtió en in­
gresos y se experimentaron en­
tradas de U$163 millones en un
período de 3 años. Según
Sebastian Edwards, Economista
jefe para América Latina y el Ca­
ribe del Banco Mundial, "...en es­
tos flujos de capital externos se
produce una sobreabundancia da
moneda extranjera que mantiene
sobrevaluada la tasa de cambio y
abarata las exportaciones". Debi­
do a ello, señaló la importancia.
de que los gobiernos supervisen
y "...sometan a un seguimiento
muy claro..." a las instituciones fi...
nancieras que sirven de capta­
dores y de intermediación de es
tos recursos, especialmente del
dinero llamado "capitales es­
peculadores" o de corto plazo
"Lo contrario sería con capitales
de largo plazo que ingresa con el
propósito de financiar proyectos
de inversión", dijo el especialista.
(EDH 09.07, p.3/19).
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FINANCIAMIENTO. Un monto
de 100 millones de colones con
recursos del Fondo de Crédito
para Inversiones para la compra
de viviendas nuevas, hasta por
el 90% de su valor, ha sido apro­
bado por el Banco Central de
Reserva. Además el valor tasado
por la institución intermediaria de
la unidad a financiar no deberá
exceder de 200 mil colones, ni el
plazo los 15 años. Asimismo, po­
drán establecerse formas de
pago diferentes, incluyendo el
sistema de cuotas escalonadas.
Explica el BCR, que el Consejo
directivo acordó modificar el
"Programa para la Construcción"
del Fondo, por el de "Construc­
ción y Vivienda", ya que median­
te la concesión de préstamos a
personas naturales con ingresos
bajos y medios, se estará contri­
buyendo a solucionar el proble­
ma habitacional del país. (EM
09.07.,p.3).

DENUNCIA. La Unión de Coope­
rativas Cañeras (UNICAÑA) de­
nunció que el Instituto de Trans­
formación Agraria (ISTA) intenta
acabar con todas las cooperati­
vas de ese sector. Simón Parada
explicó que desde 1991 el ISTA
inició un proceso de parcelación
para poder mantener concentra­
dos los beneficios económicos
de la producción de caña. Agre­
gó que hay sectores a los que no
les conviene que las cooperati­
vas cañeras sigan funcionando,
pues su nivel es alto y ya no s610
se Iimitarlan a producir el pro­
ducto sino también a exportarlo y
comercializarlo. Por último, indi­
có que la parcelación es una me­
dida inconstitucional pues en su
artIculo 114, en la que se de­
manda al gobierno fomentar la
organización cooperativa en el
país: por ello UNICAÑA hizo un
llamado al Pdte. Cristiani para
que detenga dicha medida. (EM
Oa.07.,p.2)

área de 77,000 mz. con un valor aproximado de 300
millones de colones (46 millones de dólares); sin embar­
go, de acuerdo a un documento de la Secretaría para
Cuestiones Agrarias del FMLN, para el 25 de mayo de
1993 se conocía que se habían escriturado un total de 57
propiedades con un valor de 28.8 millones de colones.

Lo anterior implica que aún no se ha utilizado ni el 10
por ciento del financiamiento destinado para la fase 1,
pese a que la propuesta de la ONU establecía que para
febrero de 1993 se contarían con 46 millones de dólares
aportados en partes iguales por el Gobierno y la asisten­
cia exterior. Más aún, se afirmaba que el gobierno poseía
ya tierras por valor de 23 millones de colones para ser
distribuidas.

De acuerdo a un documento de la SAA del FMLN, un
problema de consideración ha estribado en el renuencia
del gobierno de otorgar créditos a 25,427 tenedores debi­
damente documentados y 7,213 sin documentación, por­
que aquel "...vincula el crédito a la transferencia de
tierras. "("Consideraciones Hechas al Informe del Secreta­
rio General de la ONU al Consejo de Seguridad el 21 de
mayo de 1993").

Aunque en buena medida los problemas que enfrenta
el proceso de transferencias de tierras es atribuible a la
falla de las políticas de atención al problema que la ONU
y el gobierno diseñó, debe mencionarse también que los
ex-combatientes del FMLN, los tenedores y los propieta­
rios de tierras afectadas renuentes a vender también han
contribuido a estancar el proceso por su tardanza en
inscribirse en los listados de beneficiarios -en el caso de
los dos primeros- y por los problemas operativos que
ocasionan las reubicaciones de tenedores de tierra que
no desea ser vendida que debe hacer el 8T.

Adicionalmente, el problema derivado de la sub-valo­
ración del precio de la manzana de terreno realizada por
el BT ha resultado -de acuerdo al FMLN- en un recha­
zo de solicitudes de crédito de beneficiarios por 80 pro­
piedades. Inicialmente, la ONU propuso un precio por
manzana de 600 dólares (cerca de 5,000 colones). Ac­
tualmente, y de acuerdo a personeros del 8T el precio
que esta pagándose por la manzana de tierra de algunas
propiedades es de 15 mil colones por manzana para
zonas cafetaleras (aproximadamente 1,764 dólares) y de
10 mil colones (aproximadamente 1,176 dólares) para
propiedades cultivadas con caña de azúcar, aún así los
ex-combatientes del FMLN solicitan que este límite sea
incrementado hasta los 19 mil colones a fin de alcanzar
los precios solicitados por los propietarios de las tierras.
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Según funcionarios del 8T la autorización de tales
precios violaría los acuerdos, propiciaría reparos de parte
de la Corte de Cuentas, de la misma auditoría de la
Agencia Internacional de Desarrollo -que estaría finan­
ciando el programa de transferencias- e incrementaría
el valor de las propiedades y, por tanto, del financia­
miento requerido para su adquisición. Como puede apre­
ciarse los argumentos del BT no son sólidos, tanto por­
que los Acuerdos de Paz no establecen el precio de fa
tierra, como porque el financiamiento es negociable.

En este contexto interesa resaltar que el diseño de la
modalidad de transferencia de tierras que hizo la ONU al
aunque favoreció el proceso al principio ahora ha provo­
cado considerables obstáculos para su desarrollo. El más
evidente es el que se relaciona con la forma de cálculo de
las compensaciones a ser otorgados a los actuales pro­
pietarios y de los montos de crédito a ser otorgados a los
beneficiarios inscritos. En esta problemática se ha evi­
denciado que la fijación de precios, y la forma de cálculo
de la extensión de las parcelas a ser adjudicadas juegan
un papel clave.

Aunque se ha superado grandemente el precio inicial
propuesto por la ONU, aún se necesita elevarlo aún un
poco más para viabilizar la transferencia de tierras, tal y
como lo evidencian las valoraciones vertidas por el BT y
el FMLN. Por otra parte, la extensión de las parcelas a
ser adjudicadas también afecta la operatividad de la
compra-venta de tierras porque esta varia de acuerdo a la
calidad del suelo, haciendo variar también así el precio de
las parcelas.

Aunque apegandose a los estimados financieros preli­
minares elaborados por la ONU mencionados más arriba
se infiere que no existen problemas de índole financiero,
las versiones de los funcionarios del BT sugieren todo lo
contrario. Evidentemente, la celeridad de la compra-venta
de tierras afectadas por los Acuerdos de Paz no ha cum­
plido con el programa que gobierno y FMLN acordaron
frente a la ONU, y ello obliga a perfeccionar aún más la
estrategia de acción hasta ahora implementada.

Así pues, debe señalarse que el problema de la entre­
ga de los listados de beneficiarios, la elevación de los
precios por manzana y la superación de distintos aspectos
operativosy administrativospor parte del gobierno-como las
reubicaciones, valuos, escrituraciones, análisis jurídicos,
remediciones, verificaciones de tierras excedentes de las
245 Ha., etc.- podrían permitir que la transferencia de
tierras experimente nuevos avances en su tortuoso cami­
no.
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DECLARACIONES. El presiden­
te Cristiani afirmó que el tratado
de libre comercio con México es
un paso necesario dentro del
proceso económico de globali­
zación de econornlas, y subrayó
el hecho que los empresarios
salvadoreños no deben temer a
este acuerdo ya que no basta
producir para el mercado domés­
tico, sino que se debe expandir a
Centroamérica y México. Ante
los temores de los empresarios
centroamericanos de que el
acuerdo de libre comercio entre
los paIses del norte desplace los
productos manufacturados en la
región, el presidente manifestó
que "este convenio (de Libre Co­
mercio) ya se trató con el presi­
dente Salinas y está diseñado
para incluir a todo el hemisferio
en un plan de incorporación pro­
gresiva que le da ventaja a to­
dos". Según el mandatario, estas
oportunidades están dadas por
mecanismos como los acuerdos
de la Cuenca del Caribe a los
que México no se opone, e inclu­
so está abriendo su frontera sur
a los productos centroamerica­
nos, como una compensación a
nuestra apertura comercial. Las
empresas mexicanas gozarán de
todas las prerrogativas de las
empresas locales; éstas por su
parte "deberán reconvertirse
para poder competir" afirmó el
mandatario. Por su parte, el pre­
sidente de México, Carlos Sali­
nas de Gortari, durante su visita
al pals para discutir puntos sobre
el libre comercio, firmó con su
homólogo salvadoreño, Alfredo
Cristiani, convenios de coopera­
ción para los años 1993-95, que
serán enfocados en el área téc­
nica, aspectos de cultura y edu­
cación, narcotráfico, líneas de
crédito con el Banco Central de
Integración Económica (BCIE) y
programas de asistencia con el
Banco-Mex.(LPG 13.07.,p.3, DL
10.07.,pA).
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El sempiterno problema de la vivienda

Difícilmente se puede hablar de paz y
democratización cuando en el país se conti­
nua negando a miles de familias salvadore­
ñas el derecho de vivir como seres huma­
nos. Es un secreto a voces que el déficit
habitacional cada día alcanza índices mayo­
res, adicionalmente, este experimenta un
crecimiento anual de consideración y las
condiciones habitacionales que prevalecen
en los asentamientos de familias de escasos
recursos son muy deficientes.

La situación habitacional del país se re­
fleja, entre otras cosas, en la existencia de
altos niveles de hacinamiento, baja cobertu­
ra de servicios básicos, asentamientos en
zonas de alto riesgo, en las características
de los materiales empleados en las cons­
trucciones, etc..

En este contexto, interesa resaltar que el
problema de la vivienda en el país es el re­
flejo de los deficientes niveles de empleo e
ingresos que afectan a la mayoría de la po­
blación. Tal situación repercute en la exis­
tencia de una demanda potencial de vivien­
das que no puede volverse efectiva por la
inestabilidad y/o bajos niveles de ingreso
percibidos. Por lo anterior se vuelve impor­
tante la implementación de políticas de vi­
vienda destinadas a favorecer a la población
que percibe los menores ingresos.

Tendencia del déficit habitacional y con­
dlclones habltacionales

De acuerdo al gobierno, para 1988 el dé­
ficit habitacional era ya de 450,000 vivien­
das. Según lo proqramado por el Vice-Minis­
terio de Vivienda y Desarrollo Urbano
(VMVDU), para 1990-1994 la producción
promedio anual del sector formal de vivien­
das sería de 20,554 viviendas, lo cual es
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insuficiente para cubrir la demanda habita­
cional generada por el crecimiento
poblacional anual. De acuerdo a cálculos es­
timados del VMVDU según el crecimiento de
la población en el período 1990-1994 la ex­
pansión de la demanda habitacional anual
será de 26,289 viviendas. Es pertinente se­
ñalar a nivel de ejemplo, que para el año de
1990 el crecimiento poblacional simple nece­
sitaba cubrir un total de 22,000 viviendas
anuales y únicamente se construyeron un
aproximado de 12,000 soluciones habita­
cionales lo cual refleja un crecimiento del
déficit habitacional cercano a las 10,000 vi­
viendas solo para el año de 1990. Lo ante­
rior, incluso podría sugerir una subestima­
ción en los cálculos del VMVDU.

Partiendo del hecho que para el año de
1994 la población será de 5,794,000 habi­
tantes se tiene que la población demandante
de vivienda será de 543,362 habitantes, lo
cual es un dato que también sugiere que de
no atenderse la problemática que plantea el
déficit habitacional y su crecimiento, esta se
agravará con el transcurso de los años.

Por otra parte, las precarias condiciones
habitacionales prevalecientes se reflejan,
por ejemplo, en el hecho de que un alto por­
centaje de la población continúa residiendo
en zonas consideradas de alto riesgo (orillas
de ríos, quebradas, barrancos etc.), lugares
que obviamente carecen de las condiciones
necesarias para que una familia pueda esta­
blecerse y desarrollarse. De acuerdo a afir­
maciones vertidas por el CESPAD "Los ha­
bitantes de estas zonas tienen en común un
doble problema: la falta de vivienda adecua­
da y como consecuencia su ubicación en
zonas de gran riesgo para su seguridad"
(Semanario de Información Jurídica No.131).
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CUADRON21

DISTRIBUCION DE VIVIENDA (1992)
(miles)

AREA

URB.

RURAL

MIXTO

385941

379192

BAHAREQ.

50587

49703

ADOBE

88670

87120

LAM

29557

29040

PJA

568

558

TOTAL

568396

558457

LAM =LAMINA PJA = PAJA
Fuente: Ministerio de Obras Públicas, "Boletín de Estadísticas de Vivienda y Construcción",
Vol.!.

Las viviendas construidas en zonas mar­
ginales y mesones, cuentan con un área de
construcción aproximada de 15 metros cua­
drados. De igual forma las viviendas finan­
ciadas por el F.S.V. y otras compañías, cu­
yos costos oscilan entre los 47,000 y 75,000
colones, poseen las mismas dimensiones de
unavivienda marginal; es decir, construccio­
nes de 15 a 20 metros cuadrados, con 1 ó 2
dormitorios, lo cual genera -entre otras co­
sas- hacinamiento y promiscuidad ya que
el número de miembros en una familia es por
lo general de 5 a 7 personas.

Otra situación que refleja la precariedad
habitacional que prevalece en el país es la
naturaleza de los materiales utilizados en la
construcción de viviendas para familias de
escasos recursos, es decir la mayoría de la
población. La mayoría de viviendas margina­
les se construyen utilizando materiales con
poca resistencia a los elementos naturales,
entre los que figuran: lámina, cartón, llantas,
plástico y otros desechos. La construcción
del sistema mixto no es muy frecuente, pero
sr se constata en las viviendas de familias
que obtienen algún tipo de ingreso económi­
co suficiente para la compra del material bá­
sico. Otros menos afortunados ni siquiera
pueden tener acceso a los productos de la
canasta básica alimenticia, menos aún a la
obtención de una vivienda de sistema mixto.
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Otro problema detectable en las vivien­
das marginales existentes es la baja cober­
tura de servicios básicos. En 1989 un 60%
de los asentamientos populares en el país
no contaba con servicio de agua potable; el
90% no tenía sistema de aguas negras y el
36% no contaba con energía eléctrica.
(UNICEF, 1989). Por otra parte, según el
Ministerio de Planificación (MIPLAN) "Más
de 700 mil salvadoreños tienen una vivienda
de tipo informal. En el área urbana, cerca del
50% del parque habitacional son viviendas
informales y en el sector rural esa cifra al­
canza casi el 70% " (MIPLAN, Encuestas de
Hogares de Propósitos Múltiples 1991­
1992).

Realidad de la palltica de vivienda
Puede colegirse, pues, que la vivienda

en El Salvador constituye uno de los proble­
mas más graves que refleja el estado de
pobreza de las grandes mayorías, junto a las
condiciones de salud, educación y alimenta­
ción.

Pese a esta realidad, el presidente
Cristiani señaló en su discurso correspon­
diente a su cuarto año de gobierno, que "La
vivienda es otro elemento en el que el go­
bierno ha hecho grandes esfuerzos, ya que
hay muchas familias pobres sin acceso a la
misma...EI Vice-Ministerio de Vivienda ha
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CUADRON22

FORMA DE ABASTECIMIENTO AGUA POTABLE
VIVIENDAS DEL AREA URBANA Y RURAL DEL PAIS 1992

CAÑERlA

AREA

URBANA
RURAL

TOTAL

PRIVADA

331943
134030

465973

COLECTIVA

55703
26806

82509

PUBLlC.

40925
74275

115200

TOTAL V.

568396
558457

1126853

Fuente: Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urbano (VMVDU)

CUADRO N23

ELlMINACION DE EXCRETAS
VIVIENDAS DEL AREA URBANA Y RURAL DEL PAIS 1992

CLASE SERVICIO SANITARIO

AREA

URBANA
RURAL

TOTAL

Fuente: Ibid.

PRIVADO

268283
59196

327479

COLECTIVO

44903
37975

82888

OTRA FORMA

255210
461286

716496

TOTALV.

568396
558457

1126853

beneficiado a más de 12,000 familias a tra­
vés de parcelaciones municipales y nuevos
asentamientos organizados ... Asimismo, el
Fondo Nacional de Vivienda Popular
FONAVIPO, invertirá en 1993, 120 millones
de colones en contribuciones y financia­
mientos a las personas de escasos recursos
para el mejoramiento de sus viviendas"(EI
Diario de Hoy, 2 de junio de 1993, p.46)

Esta afirmación del mandatario salvado­
reño, es positiva y esperanzadora, sin em­
bargo, si se evalúan los indices alarmantes
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que ha alcanzado el déficit habitacional, su
crecimiento anual y las condiciones
habitacionales de la mayorfa de la población
se encuentra que pese a los "grandes es­
fuerzos" del gobierno la vivienda continua
siendo un problema ingente que requiere de
soluciones más amplias, y que sugiere que
la política de vivienda hasta ahora desempe­
ñada no ha sido adecuada.

Como se señaló más arriba buena parte
del problema estriba en la existencia de una
demanda potencial muy elevada en relación
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a la verdadera capacidad de pago de las
familias. Partiendo de que para 1990 y se­
gún MIPLAN un alto porcentaje de la pobla­
ción en el área urbana (10%) no contaba con
empleo, y de que la tasa de subempleo urba­
no era del 49%, con ingresos que están por
debajo del salario mínimo, difícilmente se
puede pensar que estas familias puedan te­
ner acceso a los créditos que otorga el Fon­
do Social para la Vivienda y el Fondo Nacio­
nal de Vivienda Popular (FONAVIPO). El
F.S.V. ofrece a sus cotizantes con ingresos
salariales de 2,000 colones, dos sistemas de
créditos: primero, un monto de 47,879.33 co­
lones con cuotas mensuales (fijas) de
572.13 y, segundo, un monto de 64,800.00
colones con cuotas mensuales (ajustables)
de 543.66 colones.

Como se señaló antes, la pretensión de
ARENA de disminuir la participación del Es­
tado y del sistema financiero en beneficio de
la participación del libre mercado en la aten­
ción del problema de la vivienda en el país
no lo solucionará (Proceso 537).

Según FONAVIPO, "una vivienda peque­
ña de dos o tres dormitorios, sala-comedor y
un pequeño jardín situada en colonias del
Norte o el Oriente de la capital, puede tener
un precio de 75 mil colones y los posibles
usuarios tendrían que contar con un salario
de 5 mil colones. Si los ingresos son meno­
res, pueden tener la posibilidad de obtener
unavivienda mucho más pequeña yen luga­
res cada vez más apartados" (La Prensa
Gráfica, 16 de junio 1993, pA).

Estos lugares " más apartados " como
por ejemplo Apopa, Quezaltepeque, Soya­
pango y otros lugares que están siendo ur­
banizados, hacen que el problema de estas
familias de escasos recursos económicos se
profundice cada vez más, ya que el gasto de
transporte se triplica agravándose así, la gol­
peada economía de estas familias. Tales
son las opciones que ofrece el mercado ac­
tualmente.

Pareciera que al Pdte. Cristiani, al mo-
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resumen semanal

mento de elaborar sus discursos se le olvida
que por más de 4 años, los "más pobres de
los pobres", -esos marginados- siguen
esperando que las promesas que hizo cuan­
do asumió la presidencia, se hagan realidad.

Reflexión final
Viene al caso recordar que, de acuerdo

al discurso con el que el Pdte. Cristiani inau­
guró su gestión presidencial, "La meta pri­
mordial de estos 5 años que inician hoy ha
de ser: erradicar en lo posible la extrema
pobreza y establecer las bases sólidas y pa­
cíficas de una sociedad donde todos tenga­
mos oportunidades de prosperar y realizar­
nos como seres humanos" (El Diario de
Hoy, 2 de junio 1989, p.28-29)

Lamentablemente, las palabras de
Cristiani sólo quedaron plasmadas en un pa­
pel, puesto que en El Salvador muchas fami­
lias continúan siendo víctimas de la extrema
pobreza y sólo cuando sucede una tragedia
se revive algún interés por las familias que
viven en las zonas consideradas de alto ries­
go.

Lo ocurrido en el crematorio público de
Santa Tecla hace unas semanas -más de
cuatro años después del pronunciamiento
del discurso citado-, donde 25 personas
fueron soterradas por un alud de lodo y ba­
sura mientras buscaban algún objeto "de va­
lor" que luego lo venderían o utilizarían en
sus viviendas no es un desastre natural, sino
un indicador de las condiciones infrahuma­
nas en que viven miles de familias en un
país donde se habla mucho de paz, respeto
a los derechos humanos y democracia.

Estas familias que habitan en zonas mar­
ginales, han configurado su cultura y toda su
formación en medio del lodo y la basura, en
un pequeño mundo donde las oportunidades
de desarrollo y progreso son inalcanzables.
En este ambiente crecen y se reproducen, y
transmiten a las futuras generaciones una
educación muy limitada, la cual coartará las
posibilidades de crear un futuro mejor, y los
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resumen semanal

obligará a vivir ensimismados en un mundo
donde solos, deben luchar para sobrevivir.

Toda esta problemática pone de mani­
fiesto que en El Salvador la crisis habita­
cional debe ser vista y tratada con mucha
seriedad y lo que menos se necesita son
lamentos, ni gestos tardíos de solidaridad; lo
que verdaderamente urge es la creación e

implementación de políticas adecuadas que
consideren la precaria situación del emplee
e ingresos prevaleciente y a la vez garanti·
cen a las familias de escasos recursos eco­
nómicos el acceso a una vivienda digna.
donde puedan desarrollarse como corras
ponde a los seres humanos integrantes de
una sociedad.
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